CONTRATO ESTATAL – Solemnidad 

De conformidad con los hechos probados, debe afirmar la Sala que, a pesar de que la acción contractual, conforme a lo establecido en el artículo 87 del C.C.S, tiene dentro de sus finalidades que el juez declare la existencia del contrato, esta pretensión exige que se acredite la existencia del contrato, es decir, que el contrato haya nacido a la vida jurídica.  

 Así, la acción contractual donde se pretende que se declare la existencia de un contrato que de conformidad con la ley no tiene vocación para existir, pues no se perfeccionó, no puede estar llamada a prosperar. Recuérdese que todo contrato estatal debe observar el cumplimiento de la solemnidad de ser llevado a escrito y, en el presente caso, no hay contrato escrito.

Lo expresado ha sido reiterado en múltiples ocasiones por el Consejo de Estado quien ha sido enfático en manifestar que los contratos estatales nacen a la vida jurídica desde el momento en que se elevan a escrito. Solo así puede garantizarse el cumplimiento de los fines que le son propios a la función administrativa, particularmente aquellos establecidos en el artículo 209 constitucional.
PAGO DE SERVICIOS PRESTADOS – Inexistencia del contrato 

De esta manera, la Sala considera que la demanda no puede resolverse favorablemente frente a las pretensiones relacionadas con la declaratoria de existencia de contrato y de su incumplimiento.

Ahora bien, de los hechos expuestos por la actora se infiere que esta pretende que se reconozca el pago de los servicios prestados con ocasión del contrato verbal pactado con Cajanal. 

Ante la anterior evidencia, a pesar de que no hubo pretensión expresa en la demanda para que se declarase el enriquecimiento sin causa de la demandada, la Sala, en observancia del mandato establecido en al artículo 228 de la Constitución, analizará si Cajanal debe ser condenada al pago de los servicios prestados por I.P.S por fuera de un contrato estatal. 

Dado que la inexistencia del contrato impide que este sea considerado como la fuente de la obligación que se está exigiendo a Cajanal, y no existiendo otra adecuada para sustentar una eventual condena en contra de la demandada, distinta al enriquecimiento sin causa, el análisis se centrara en determinar si este se configuró en el caso concreto.

Para determinar si en el caso concreto hay lugar al reconocimiento del pago en razón a un posible enriquecimiento sin causa de Cajanal, debe indicarse que esta Corporación ha señalado que quien haya prestado servicios a la Administración por fuera de un contrato puede ser compensado como reconocimiento a las prestaciones ejecutadas. Sin embargo, este reconocimiento solo procede en casos excepcionales.

CONSEJO DE ESTADO
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA

SUBSECCIÓN B

Consejero ponente: RAMIRO DE JESÚS PAZOS GUERRERO
Bogotá D.C., veintiséis (26) de junio de dos mil quince (2015).
Radicación número: 05001-23-31-000-2000-04373-01(29057)A
Actor: I.P.S. TEUSAQUILLO LTDA.
Demandado: CAJANAL
Referencia: ACCIÓN DE CONTROVERSIAS CONTRACTUALES (APELACIÓN SENTENCIA)
Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la I.P.S Teusaquillo LTDA en contra de la sentencia del 27 de febrero de 2004 proferida por el Tribunal Administrativo de Antioquia, mediante la cual esa Corporación resolvió:

1. Declárese inepta la demanda, con respecto a las pretensiones: 

“1. Que se declare que entre la Caja Nacional de Previsión Social EPS E IPS TEUSAQUILLO Ltda. existió un contrato verbal y sin formalidades plenas cuyo objeto era la prestación de servicios de salud en la ciudad de Medellín, donde la Institución Prestadora de Servicios de Salud IPS. Teusaquillo Ltda se comprometió a prestar el servicio médico domiciliario, a suministrar oxígeno y los medicamentos que los usuarios de CAJANAL en la ciudad de Medellín requieran.

2. Que se declare que IPS Teusaquillo Ltda cumplió a satisfacción el contrato declaro (sic) en el numeral anterior, prestado los servicios en los términos y forma acordada, los que ascendieron a la suma de $485.143.330, cuantía representada en las facturas cambiarias de compraventa número 0072 y 0078 del 23 de noviembre de 1998, por valor de $416.449.600  y $68.693.730.

3. Que se declare que CAJANAL EPS no cumplió el contrato declarado en el numeral primero, al no cancelar la suma de $485.143.330, valor total de los servicios recibidos, y prestados oportunamente para su pago mediante las facturas cambiarias de compraventa 0072 y 0078 del 23 de noviembre de 1998, sus intereses, la indexación y demás perjuicios irrogados a la contratista.

4. Como consecuencia de las declaraciones anteriores, condenar a la Caja Nacional de Previsión Social E.P.S cancelar (sic) a favor de IPS TEUSAQUILLO Ltda las siguientes sumas de dinero:

A. El valor de $485.143.330 por concepto del capital adeudado, representado en las facturas 0072 y 0078 del 23 de noviembre de 1998.

2. DECLARESE INHIBIDO para pronunciarse de fondo sobre las pretensiones anteriormente relacionadas.

3. NIEGUENSE las demás súplicas de la demanda.

4. No se condena en costas, toda vez que la conducta desplegada por las partes dentro del proceso, no amerita la condena en costas, de conformidad con el artículo 55 de la Ley 446 de 1998.

SÍNTESIS DEL CASO

La parte demandante pretende que se declare la existencia de un contrato verbal de prestación de servicios de salud entre esta y Cajanal y que se condene a esta última al pago de los servicios de salud prestados en desarrollo del mismo. El contrato tenía por objeto la atención médica domiciliaria y el suministro de oxígeno y medicamentos a afiliados de la demandada.

I. ANTECEDENTES

1. LA DEMANDA

El día 20 de noviembre del año 2000, la I.P.S. Teusaquillo LTDA, a través de apoderado, presenta demanda contractual en contra de CAJANAL, enunciando los siguientes

1.1. Hechos

1.1.1. El mes de febrero de 1998, el director general de CAJANAL propuso al gerente de la I.P.S Teusaquillo Ltda la suscripción de un contrato para la prestación de servicios de salud en la modalidad de atención médica domiciliaria, suministro de medicamentos y oxigeno medicinal a los usuarios de Cajanal en la ciudad de Medellín. 

1.1.2. A finales del mes de marzo de 1998, el director de Cajanal le dio instrucciones a la I.P.S. Teusaquillo para que de manera urgente “iniciara la ejecución del contrato”

1.1.3. Con “el ánimo de colaborar con Cajanal”, la IPS Teusaquillo organizó los recursos necesarios para la adecuada prestación del servicio contratado.

1.1.4. Cajanal suministró a la I.P.S. Teusaquillo el listado general de los usuarios y los afiliados que requerían atención domiciliaria y demás indicaciones indispensables para la ejecución del contrato.

1.1.5. A partir del mes de mayo de mismo año 1998, I.P.S. Teusaquillo inició la ejecución del contrato.

1.1.6. Por la ejecución del contrato verbal aludido, I.P.S. Teusaquillo prestó los servicios contratados durante los meses de abril, mayo, junio, julio, y agosto de 1998, los cuales ascendieron a la suma de $485.143.330.

1.1.8. Los servicios fueron prestados bajo la coordinación, control, supervisión y auditoría de Cajanal, por lo cual entre el 22 y 23 de mayo de 1998, las dras. Claudia Marcel Alcázar y María Eugenia Rodríguez, funcionarias de la Subdirección General de Salud, practicaron visita técnica de evaluación a la IPS en la ciudad de Medellín, sesión de la cual levantaron el respectivo informe”. 

1.1.9. Cajanal reconoció los servicios prestados, aceptó la existencia de la obligación y ordenó reconocer en conciliación prejudicial la suma de $474.166.373, tal como quedó plasmado en el acta número 160 del 28 de diciembre de 1999 del comité de defensa judicial y conciliación de la entidad.     

        1.2. Pretensiones

Con base en los anteriores hechos, el demandante pretende:

1. Que se declare que entre la Caja Nacional de Previsión Social EPS E IPS TEUSAQUILLO Ltda. existió un contrato verbal y sin formalidades plenas cuyo objeto era la prestación de servicios de salud en la ciudad de Medellín, donde la Institución Prestadora de Servicios de Salud IPS. Teusaquillo Ltda se comprometió a prestar el servicio médico domiciliario, a suministrar oxígeno y los medicamentos que los usuarios de CAJANAL en la ciudad de Medellín requieran.

2. Que se declare que IPS Teusaquillo Ltda cumplió a satisfacción el contrato declaro (sic) en el numeral anterior, prestando los servicios en los términos y forma acordada, los que ascendieron a la suma de $485.143.330, cuantía representada en las facturas cambiarias de compraventa número 0072 y 0078 del 23 de noviembre de 1998, por valor de $416.449.600  y $68.693.730.

3. Que se declare que CAJANAL EPS no cumplió el contrato declarado en el numeral primero, al no cancelar la suma de $485.143.330, valor total de los servicios recibidos, y prestados oportunamente para su pago mediante las facturas cambiarias de compraventa 0072 y 0078 del 23 de noviembre de 1998, sus intereses, la indexación y demás perjuicios irrogados a la contratista.

4. Como consecuencia de las declaraciones anteriores, condenar a la Caja Nacional de Previsión Social E.P.S cancelar (sic) a favor de IPS TEUSAQUILLO Ltda las siguientes sumas de dinero:

A. El valor de $485.143.330 por concepto del capital adeudado, representado en las facturas 0072 y 0078 del 23 de noviembre de 1998.

B. Por concepto de perjuicios materiales el valor que se pruebe en el proceso, representados en los gastos administrativos y de funcionamiento en que debió incurrir mi representada en la ciudad de Medellín, posterior a la ejecución del contrato y a la espera de la revisión de las cuentas, la conciliación prejudicial y la cancelación del valor de los servicios suministrados a la demandada.

5. Ordenar que las sumas ordenadas a cancelar, sean ajustadas al valor de acuerdo al IPC o precios al por mayor que certifique el DANE, tal y como lo ordena el artículo 178 del C.C.A.

6. Ordenar que sobre las sumas dinerarias reconocidas, una vez actualizadas sean reconocidos intereses moratorios desde la época en que hizo exigible la obligación hasta el día en que se cancele el crédito.

7. Que la demandada sea condenada en costas procesales.

8. Que al fallo s ele dé cumplimiento en los términos previstos en el artículo 176 del C.C.A. 

1.3. Contestación de la demanda  

Vencida la oportunidad procesal, Cajanal no contestó la demanda (folios 52 y 53 cuaderno primera instancia). 

 1.4. Alegatos de conclusión

La parte demandante presentó en tiempo sus alegatos de conclusión (folios 141 a 147 cuaderno primera instancia):

Señala que se demostró que I.P.S Teusaquillo prestó los servicios contratados, de buena fe, y que no fueron cancelados por Cajanal. Esta situación causó un enriquecimiento a la demandada con el consecuente empobrecimiento de la actora. Así, indicó:

Demostrado como está que la demandante prestó a satisfacción los servicios de salud requeridos verbalmente por la demandada para sus usuarios en la ciudad de Medellín, y que el monto de tales servicios no han sido asumidos por la Caja Nacional, no (sic) encontramos frente al fenómeno del enriquecimiento sin causa a favor de Cajanal con el correlativo empobrecimiento por porte (sic) de Teusaquillo, pues aquella se benefició de un servicio contratado y del cual recibe las cotizaciones de ley por parte de los afiliados y la contratista por su lado debió invertir de sus recursos económico (sic) para contra con una sede administrativa y médica, un equipo médico, personal auxiliar, funcionarios administrativos y demás funcionarios necesarios para llevar a cabo la tarea contratada.

Frente al respeto a su buena fe contractual señaló 

De los antecedentes y de la realidad procesal, resulta a todas luces que mi representada actuó apegada al principio de la buena fe consagrado en el artículo 83 de nuestra constitución política, pues el director general del momento, doctor Ricardo León Parra castro, impartió sin salvedad o advertencia alguna la orden de iniciar las labores acordadas verbalmente, decisión que inmediatamente acató la contratista, pues él no sabía ni tenía por qué saber que dicho acuerdo de voluntades debía formalizarse y que internamente la entidad debía adelantar algunos trámites administrativos que conduciría  a la legalización del contrato”.

La entidad demandada y el Ministerio Público guardaron silencio en esta etapa procesal.       

1.5. La sentencia apelada

El día 27 de febrero de 2004, el Tribunal Administrativo de Antioquia profirió sentencia en donde declaró inepta demanda frente a las pretensiones relacionada con la declaratoria de existencia de contrato y de su incumplimiento pues no existió contrato escrito entre las partes.

Sin embargo, analizó las demás pretensiones de la demandada indicando en un primer momento que debía interpretar la demanda garantizando el derecho a la Administración de justicia. Así, manifestó:

El acceso a la justicia es un principio constitucional, a través del cual se garantiza a quienes se consideren afectados o en quienes surja un interés, ejerzan las acciones preexistentes en la ley. En principio, corresponde a quien demanda, la escogencia de la acción.

La Constitución de 1991 impele al juez a hacer prevalecer el derecho sustancial en las actuaciones judiciales  (artículo 228) y que además desde antes de la Constitución, el artículo 4 del código de procedimiento civil señalan, igualmente, que el juez al interpretar la ley procesal deberá tener en cuenta que el objeto de los procedimientos es la efectividad de los derechos reconocidos en la ley sustancial, en consecuencia, la Sala hará uso de la facultad interpretativa de la demanda y efectuará un estudio de fondo del asunto planteado, pero sólo con respecto a la indemnización de los perjuicios materiales ocasionados”.

Luego, analizó las pruebas y estimó que el servicio sí se había prestado por la actora a los usuarios de Cajanal. Así, indicó:

De los elementos probatorios allegados al plenario, se observa que la IPS Teusaquillo atendió a los afiliados de la caja Nacional de Previsión Social – Seccional Antioquia, en el servicio médico domiciliario, suministro de oxígeno y medicamento, pues las historias clínicas así lo revelan y la aceptación emitida por el comité de defensa judicial y Conciliación de Cajanal, en acta ciento sesenta (160) del 28 de diciembre de 1999 (folios 126 a 130). 

Sin embargo, negó las pretensiones de la demanda puesto que consideró que no se acreditaron los valores facturados a la demandada ni la condición de usuarios de Cajanal de todas las personas atendidas. Señaló el aquo:

(…) las historias clínicas no son plena prueba para demostrar que las sumas de cuatrocientos dieciseis millones cuatrocientos cuarenta y nueve mil seiscientos pesos (416.449.600) y cincuenta y siete millones setecientos dieciséis mil setecientos setenta y tres mil pesos (57.716.773) correspondan a la sumatoria de cada uno de los servicios prestados, puesto que no reposa ningún documento que discrimine el valor unitario de la atención o el suministro de oxígeno o medicamentos por paciente, para poder afirmar que la sumatoria de todo ellos arroje como resultado las cantidades totales antes mencionadas.

Ahora bien, tampoco aparece respaldo probatorio de las sumas cobradas por arrendamiento; servicio de internet; los costos por pago de indemnización del gerente y secretaría; y servicios públicos, pues solo se limitan a describirlas en la factura. Además, no se explica por qué, si los servicios prestados a los usuarios fueron durante los meses de abril a agosto de 1998, se están cobrando por estos conceptos los meses de octubre, noviembre y diciembre del mismo año.

También llama la atención a la Sala, que mientras en abril, por suministro de oxígeno por “75” se cobre cuarenta y cuatro millones quinientos cinco pesos (sic) (44.505.000), para el mes de agosto por la misma cantidad se esté cobrando un valor menor, de treinta y nueve millones setecientos cincuenta y siete mil ochocientos pesos ($39.757.800).

Finalmente, no se acreditó en el plenario que todos los pacientes atendidos por la demandante y de los cuales se allega la historia clínica, efectivamente eran afiliados activos para el momento de la prestación del servicio a la Caja Nacional de Previsión Social.   

1.6. El recurso de apelación

Dentro de la oportunidad procesal correspondiente, la parte actora presentó, el día 04 de febrero de 2005, recurso de apelación contra la sentencia proferida por el aquo (folios 162 a 172 cuaderno principal). Este fue admitido en auto del día 11 de marzo de 2005 (folio 174 cuaderno principal).

Comenzó reiterando que sí hubo contrato entre las partes puesto que los elementos de cualquier contrato se presentaron. Así, indicó: 

Obran documentales en el plenario que llevan al convencimiento inequívoco de la decidida intención de Cajanal y la IPS Teusaquillo de celebrar un contrato estatal para la prestación de servicios de salud ya que se acordó el lugar donde se prestaría el servicio, se identificaron los afiliados que sería (sic) objeto del servicio contratado, se acordaron las tarifas y demás particularidades que regirían el convenio, es decir, hubo acuerdo de voluntades, solo faltaba elevarlo a escrito

Aseveró que la formalidad de elevar el contrato a escrito incumbe exclusivamente a la administración. Así, resaltó que “posterior al acuerdo de voluntades y frente a los contratos estatales, debía venir la formalidad de elevarlo a escrito, pero como es obvio, es una obligación exclusiva de la administración, quien como contratante, necesita el servicio y debe elaborar la minuta…

Continuó su argumentación indicando que los valores facturados sí estaban plenamente acreditados, contrario a lo expresado por el Tribunal. Así, precisó que el fallador de primera instancia incurrió en un error al trascribir las facturas aportadas al proceso, que los precios facturados se encuentran en el decreto nacional 2423 de 1996 y que todas las personas atendidas era usuarias de Cajanal. Así, la actora dijo:

El tribunal incurrió en un involuntario error de transcripción, pues al momento de digitar en el cuerpo  de la sentencia la factura No. 0072 del 23 de noviembre de 1998, equivocadamente en el mes de agosto anotó como número de usuarios 75, cuando en realidad y como consta en la factura 0072  que obra en el plenario a folio 5 del cuaderno principal , para el mes de agosto se atendieron 67 usuarios, por un valor unitario es (sic) $593.400, cuya operación aritmética arroja un total de $39 757 800.

“Sobre el precios (sic) de los medicamentos, atención médica domiciliaria de paciente crónica o terminal con suministro de oxígeno (oxigeno dependientes), la norma en comento regula los precios y Teusaquillo ltda cobró únicamente el valor que permite la citada disposición…

Cada uno de los usuarios atendidos acreditó ante la contratista ser usuario de Cajanal ya sea como cotizante o beneficiario con carnets expedidos por la misma EPS…prueba de ello es que en cada una de las historias clínicas se anexa copia del correspondiente carnet de usuario de Cajanal

La sentencia del tribunal endilga a la demandante como responsable de la carga de la prueba , la audiencia de estas como en el caso concreto para demostrar el valor del servicio, la cobertura en número de usuarios y los gastos por administración, sobre lo cual tenemos que repetir lo ya afirmado en el sentido  que las tarifas son establecidas por el Consejo Nacional de Seguridad Social en salud, que la cobertura la daba el número de usuarios indicados en la lista que Cajanal suministró a Teusaquillo.  

1.7. Alegatos de conclusión

El día 02 de mayo de 2006, la parte demandante presentó oportunamente alegatos para alegar de conclusión (folios 198 a 300 cuaderno principal).  

Reiteró los argumentos expuestos en los alegatos de conclusión en el curso de la primera instancia y en el recurso de apelación. A continuación se trascriben algunos apartes de sus alegatos:

(…) el director de Cajanal propuso a I.P.S. Teusaquillo la suscripción de un contrato para la prestación del servicio de salud en la modalidad de atención medica domiciliaria, suministro de medicamentos y oxigeno medicinal a los usuarios de Cajanal y que a finales de marzo el director de Cajanal “instruyó a EPS Teusaquillo para que de manera urgente iniciara la ejecución del contrato”. Señala que esa “orden” fe cumplida por la EPS Teusaquillo, entre otras razones, dada la “investidura de la persona que emitió la orden” (folio 199 cuaderno principal).

Señala igualmente que se acreditó que Cajanal entregó el listado general de usuarios a la IPS Teusaquillo, para que a partir “del mes de mayo de 1998, iniciara la ejecución del contrato”

Señala que también se acreditó que Cajanal expidió el certificado de disponibilidad presupuestal.

Por ultimo señala que se acreditó que la IPS Teusaquillo prestó el servicio a los afiliados de Cajanal en cuantía de $485.143.330 y que los servicios fueron coordinados, supervisados administrativa y fiscalmente por Cajanal durante los meses de mayo, junio, julio y agosto de 1998, habiendo practicado visitas técnicas por funcionarios de Cajanal a la entidad IPS Teusaquillo, donde se levantaron actas y se encuentran en el expediente.

“Aparece acreditado que se celebró con Cajanal conciliación prejudicial ante la Procuraduría pues una vez estudiadas las facturas por Cajanal, se concluyó por dicha entidad que debía reconocer en conciliación la suma  de 474.166.373 pero al no tener autorización de Cajanal Bogotá, para hacer un ofrecimiento del plan de pagos, la procuraduría declaró fracasada la conciliación.

La entidad demandada solicitó confirmar la decisión del aquo ya que según ella no se demostró la existencia de contrato algunos entre las partes ni tampoco que Cajanal hubiera autorizado la prestación del servicio. Así, consideró la accionada que “la parte demandante no pudo comprobar la existencia de un vínculo contractual con mi representada, máxime que los contratos de la administración necesitan para su ejecución y su perfeccionamiento una serie de solemnidades que no se cumplieron en el presente caso así como tampoco existe por parte de la entidad demandada, órdenes de servicio dirigidos (sic) a la demandante en los cuales se solicite el servicio que se pretende se reconozca y pague” (folio 197 cuaderno principal)”.       

II. CONSIDERACIONES

Previo a resolver el presente asunto, se hará un análisis de los presupuestos procesales (i) y se formulará el problema jurídico (ii). Posteriormente, se identificarán los hechos probados (iii) con el fin de determinar si la entidad demandada debe proceder al pago de los servicios de salud que, en apariencia, le prestó la I.P.S Teusaquillo.

i. De la jurisdicción y de la competencia

1. Jurisdicción 

Aplicando lo establecido por la jurisprudencia de esta Corporación, según la cual debía darse aplicación a la reforma del artículo 82 del CCA que introdujo la Ley 1107 de 2006, incluso en casos iniciados previamente a su entrada en vigencia (dado el carácter inmediato en el tiempo que tiene la aplicación de las normas que modifican ritualidades y procedimientos judiciales previsto por el artículo 40 de la ley 153 de 1887)
, se tiene que la parte demandada es Cajanal, entidad pública. Así, dado que la exigencia de esta norma, a diferencia de la modificada, hace referencia únicamente a la calidad de las partes en el extremo de la controversia para determinar si la jurisdicción conoce del litigio, se tiene que la jurisdicción administrativa es la competente.

2. Competencia

Frente a la competencia del Consejo de Estado, conforme a lo establecido en el artículo 129
 del Código Contencioso Administrativo, en concordancia con el artículo 13 del Acuerdo No. 58 de 1999 del Consejo de Estado -modificado por el Acuerdo No. 55 de 2003
-, la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo es competente para conocer, en segunda instancia, de las apelaciones de las sentencias proferidas por los Tribunales Administrativos en los procesos sobre asuntos contractuales. 

Finalmente, cuando se presentó la demanda -20 de noviembre de 2000- para que un proceso como el que nos ocupa fuera de doble instancia la cuantía debía exceder, según lo dispuesto en el artículo 2 del decreto 597 de 1988, de $ 26.390.000, y en el caso bajo estudio el valor de la mayor de las pretensiones es de $ 416.449.600 (folio 41 cuaderno primera instancia).

3. De la caducidad


La acción se presenta dentro de la oportunidad legal, toda vez que la demanda de controversias contractuales se interpuso dentro de los dos años siguientes al momento en que terminó el contrato cuestionado. Este aparente contrato terminó, según lo afirmado por la actora el mes de agosto de 1998. 

Así, el término a partir de la caducidad de la acción contractual debe contarse a partir del 01 de septiembre de 1998. Se advierte que la demandante presentó solicitud de conciliación el día 26 de febrero de 1999 la cual, de conformidad con el artículo 61 de la ley 23 de 1991, aplicable al presente caso, suspendió el término de caducidad por 60 días.

En este orden, contados los 60 días de suspensión de la caducidad, la demanda debió haberse presentado a más tardar el 05 de diciembre de 2000. Dado que esta se presentó el 20 de noviembre de 2000, debe indicarse que fue interpuesta dentro de la oportunidad legal.  

4. De la legitimación en la causa  

Las partes se encuentran legitimadas, toda vez que son extremos de la relación contractual cuestionada.
ii) Problema jurídico

¿En ausencia de contrato escrito entre las partes, debe la entidad demandada – Cajanal- proceder al pago por los servicios de salud aparentemente prestados por la parte actora- I.P.S Teusaquillo-? 

iii) Hechos probados

Es dable aclarar que las pruebas que aquí se citan y analizan fueron aportadas y decretadas en las oportunidades procesales correspondientes. Igualmente, es preciso advertir que los documentos obran en copia auténtica y en copia simple. Estos últimos se valorarán, en los términos establecidos por la Sección Tercera del Consejo de Estado
. 

Todas ellas documentales y fueron aportadas por la parte demandante en diferentes momentos y maneras. Unas en la presentación de la demanda, otras aportadas en el curso de la primera instancia luego de que fuesen decretadas por el juez y finalmente hubo otras aportadas junto con la sustentación del recurso de apelación y tenidas como tales por esta Corporación.

Dentro de estas, la demandante aporta copia del acta No. 160 del comité de conciliación de la demandada.  La Sala no comparte la decisión del aquo quien procedió a valorarla y no tendrá en cuenta esta prueba pues, de conformidad con el artículo 76 de la ley 23 de 1991, las fórmulas de acuerdo que se ventilen en la conciliación, no tendrán incidencia en el proceso que tenga lugar posteriormente. Así, el citado artículo reza:

Artículo 76. La conciliación tendrá carácter confidencial. Los que en ella participen deberán mantener la debida reserva y las fórmulas de acuerdo que se propongan o ventilen, no incidirán en el proceso subsiguiente cuando éste tenga lugar.

A la conciliación las partes podrán concurrir con o sin apoderado.

Teniendo en cuenta el volumen y cantidad de pruebas documentales aportadas, es preciso discriminar algunas de ellas, específicamente aquellas que fueron aportadas en dos cajas en memorial del 02 de agosto de 2002. 

Contenido caja 01

Encuestas de satisfacción de usuarios (AZ numeradas 341 a 810) 

Encuestas de satisfacción de usuarios (AZ folio 811 – 1189; numeradas 3754 – 3820).

Historias clínicas 01 a 10 (numeradas 01 a 304)

Historias clínicas 11 a 20 (numeradas 305 a 575)

Historias clínicas 21 a 30 (numeradas 576 a 875)

Historias clínicas 31 a 40 (numeradas 876 a 1180)

Historias clínicas 41 a 45 (numeradas 1181 a 1311)

Historias clínicas 46 a 50 (numeradas 1312 a 1460)

Historias clínicas 51 a 60 (numeradas 1461 a 1767)

Historias clínicas 61 a 70 (numeradas 1768 a 2043)

Historias clínicas 71 a 80 (numeradas 2044 a 2324)

Historias clínicas 81 a 90 (numeradas 2325 a 2635)

Historias clínicas 91 a 100 (numeradas 2636 a 2935)

Historias clínicas 101 a 110 (numeradas 2937 a 3243)

Historias clínicas 111 a 120 (numeradas 3244 a 3518)

Historias clínicas 121 a 130 (numeradas 3519 a 3799)

Historias clínicas 131 a 140 (numeradas 3814 a 4079)

Historias clínicas 141 a 150 (numeradas 4080 a 4359)

Historias clínicas 151 a 160 (numeradas 4360 a 4721)

Historias clínicas 161 a 170 (numeradas 4722 a 5036)

Historias clínicas 171 a 179 (numeradas 5037 a 5296)

Caja No. 02 

Historias clínicas 180 a 190 (numeradas 5297 a 5695)

Historias clínicas 191 a 200 (numeradas 5696 a 6068)

Historias clínicas 201 a 210 (numeradas 6069 a 6421)

Historias clínicas 211 a 220 (numeradas 6422 a 6755)

Historias clínicas 221 a 230 (numeradas 6756 a 7051)

Historias clínicas 231 a 240  (numeradas 7052 a 7296)

Historias clínicas 241 a 250 (numeradas 7297 a 7525)

Historias clínicas 251 a 260 (numeradas 7526 a 7776)

Historias clínicas 261 a 267 y 269 a 270 (numeradas 7778 a 7983)

Historias clínicas 271 a 280 (numeradas 7984 a 8212)

Historias clínicas 281 a 288 (numeradas 8213 a 8382)

Historias clínicas 291 a 300 (numeradas 8383 a 8582)

Historias clínicas 301 a 312 (numeradas 8583 a 8844 )

Historias clínicas numeradas sin consecutivo y sin aparente razón:  28, 30, 33, 55, 83, 85,125, 142, 148, 150, 151, 151*, 161, 171, 189, 204, 218 (numeradas 8845 a 9206).

Teniendo en cuenta las pruebas aportadas, se tienen probados los siguientes hechos:

1. No hubo contrato escrito entre Cajanal y Teusaquillo I.P.S. 

2. Según las historias clínicas aportadas y las encuestas de satisfacción de los usuarios, I.P.S. Teusaquillo prestó servicios de atención médica domiciliaria a personas afiliadas a Cajanal durante los meses de mayo, junio, julio y agosto de 1998.   

 3. I.P.S. Teusaquillo cobró a Cajanal, a través de facturas 0072 y 0078 de 1998, los servicios prestados a sus usuarios y los aparentes gastos relacionados con ellos.

4. Cajanal no pagó los servicios cobrados.  

De conformidad con los hechos probados, debe afirmar la Sala que, a pesar de que la acción contractual, conforme a lo establecido en el artículo 87 del C.C.S, tiene dentro de sus finalidades que el juez declare la existencia del contrato, esta pretensión exige que se acredite la existencia del contrato, es decir, que el contrato haya nacido a la vida jurídica.  

 Así, la acción contractual donde se pretende que se declare la existencia de un contrato que de conformidad con la ley no tiene vocación para existir, pues no se perfeccionó, no puede estar llamada a prosperar. Recuérdese que todo contrato estatal debe observar el cumplimiento de la solemnidad de ser llevado a escrito y, en el presente caso, no hay contrato escrito.

Lo expresado ha sido reiterado en múltiples ocasiones por el Consejo de Estado quien ha sido enfático en manifestar que los contratos estatales nacen a la vida jurídica desde el momento en que se elevan a escrito. Solo así puede garantizarse el cumplimiento de los fines que le son propios a la función administrativa, particularmente aquellos establecidos en el artículo 209 constitucional.

Así, esta Corporación ha indicado, a propósito de la observancia de la solemnidad propia de los contratos estatales en los contratos de prestación de servicios de salud, lo siguiente:  

En conclusión, aunque la Sala debe ser congruente con la posición jurisprudencial  que ha desarrollado sobre el régimen jurídico aplicable a los contratos de este tipo -en la que, valga decir, no se ha declarado en ningún caso la existencia de un contrato consensual celebrado por una entidad estatal-, reiterando que debe ser el de derecho privado, considera menester aclarar que tratándose de un contrato estatal, debe aplicar aquellos requisitos que procuren la efectivización de los principios constitucionales de la función administrativa y la gestión fiscal (artículos 209 y 267 de la Constitución Política), dentro de las cuales se encuentra el de que los contratos del Estado se perfeccionan cuando se logre acuerdo sobre el objeto y la contraprestación y éste se eleve a escrito
.

Y es que la suscripción de un contrato que vincule a una entidad pública y que comprometa recursos públicos no puede ser una alternativa, dentro de muchas otras, para iniciar una relación contractual. Es una obligación impuesta por el ordenamiento jurídico, por regla general inexcusable, que busca nada más ni nada menos que la salvaguarda del interés general. 

De esta manera, la Sala considera que la demanda no puede resolverse favorablemente frente a las pretensiones relacionadas con la declaratoria de existencia de contrato y de su incumplimiento.

Ahora bien, de los hechos expuestos por la actora se infiere que esta pretende que se reconozca el pago de los servicios prestados con ocasión del contrato verbal pactado con Cajanal. 

Ante la anterior evidencia, a pesar de que no hubo pretensión expresa en la demanda para que se declarase el enriquecimiento sin causa de la demandada, la Sala, en observancia del mandato establecido en al artículo 228 de la Constitución, analizará si Cajanal debe ser condenada al pago de los servicios prestados por I.P.S por fuera de un contrato estatal. 

Dado que la inexistencia del contrato impide que este sea considerado como la fuente de la obligación que se está exigiendo a Cajanal, y no existiendo otra adecuada para sustentar una eventual condena en contra de la demandada, distinta al enriquecimiento sin causa, el análisis se centrara en determinar si este se configuró en el caso concreto.

Para determinar si en el caso concreto hay lugar al reconocimiento del pago en razón a un posible enriquecimiento sin causa de Cajanal, debe indicarse que esta Corporación ha señalado que quien haya prestado servicios a la Administración por fuera de un contrato puede ser compensado como reconocimiento a las prestaciones ejecutadas. Sin embargo, este reconocimiento solo procede en casos excepcionales.

Así, en sentencia de unificación la Sección Tercera del Consejo de Estado ha señalado que “resultaría procedente la actio de in rem verso sin que medie contrato alguno pero, se insiste, estas posibilidades son de carácter excepcional y por consiguiente de interpretación y aplicación restrictiva, y de ninguna manera con la pretensión de encuadrar dentro de estos casos excepcionales, o al amparo de ellos, eventos que necesariamente quedan comprendidos dentro de la regla general que antes se mencionó”. Estos casos, según la citada sentencia, son los siguientes: 
a) Cuando se acredite de manera fehaciente y evidente en el proceso, que fue exclusivamente la entidad pública, sin participación y sin culpa del particular afectado, la que en virtud de su supremacía, de su autoridad o de su imperium constriñó o impuso al respectivo particular la ejecución de prestaciones o el suministro de bienes o servicios en su beneficio, por fuera del marco de un contrato estatal o con prescindencia del mismo.

b) En los que es urgente y necesario adquirir bienes, solicitar servicios, suministros, ordenar obras con el fin de prestar un servicio para evitar una amenaza o una lesión inminente e irreversible al derecho a la salud, derecho este que es fundamental por conexidad con los derechos a la vida y a la integridad personal, urgencia y necesidad que deben aparecer de manera objetiva y manifiesta como consecuencia de la imposibilidad absoluta de planificar y adelantar un proceso de selección de contratistas, así como de la celebración de los correspondientes contratos, circunstancias que deben estar plenamente acreditadas en el proceso contencioso administrativo, sin que el juzgador pierda de vista el derrotero general que se ha señalado en el numeral 12.1 de la presente providencia, es decir, verificando en todo caso que la decisión de la administración frente a estas circunstancias haya sido realmente urgente, útil, necesaria y la más razonablemente ajustada a las circunstancias que la llevaron a tomar tal determinación.

c) En los que debiéndose legalmente declarar una situación de urgencia manifiesta, la administración omite tal declaratoria y procede a solicitar la ejecución de obras, prestación de servicios y suministro de bienes, sin contrato escrito alguno, en los casos en que esta exigencia imperativa del legislador no esté excepcionada conforme a lo dispuesto en el artículo 41 inciso 4º de la Ley 80 de 1993. 12.3. El reconocimiento judicial del enriquecimiento sin causa y de la actio de in rem verso, en estos casos excepcionales deberá ir acompañada de la regla según la cual, el enriquecimiento sin causa es esencialmente compensatorio y por consiguiente el demandante, de prosperarle sus pretensiones, sólo tendrá derecho al monto del enriquecimiento. Ahora, de advertirse la comisión de algún ilícito, falta disciplinaria o fiscal, el juzgador, en la misma providencia que resuelva el asunto, deberá cumplir con la obligación de compulsar copias para las respectivas investigaciones penales, disciplinarias y/o fiscales
.

 Es claro para la Sala que en la presente controversia no se presenta ninguna de las excepciones previstas en la sentencia de unificación referenciada.

Así, no se acreditó que la dirección de Cajanal hubiese constreñido o impuesto a Teusaquillo I.P.S. la prestación del servicio. En efecto, no aparece probado que la demandada haya autorizado la prestación del servicio y tampoco que lo haya auditado durante de su término de ejecución. 
Tampoco se acreditó que la no suscripción del contrato fuese exclusivamente culpa de la demandada pues la parte actora reconoció que sabía que debía firmarse el contrato y que le insistió en ello a Cajanal. En efecto, la demandante afirmó que “la anunciada reserva y registro presupuestal, así como los actos preparatorios y la propia minuta contractual no se presentaron por Cajanal para su (sic) la suscripción y perfeccionamiento, a pesar de la insistencia de mí representada por tales documentos (folio 42 cuaderno primera instancia). 

Se pregunta la Sala, ¿si la demandante conocía de la exigencia legal relativa a la solemnidad del contrato, por qué la desconoció dando inicio a la prestación del servicio?

Luego la parte actora se contradice señalando que I.P.S. Teusaquillo no tenía por qué saber que el acuerdo de voluntades debía formalizarse. Así, esta señaló que “el director general del momento, doctor Ricardo León Parra castro, impartió sin salvedad o advertencia alguna la orden de iniciar las labores acordadas verbalmente, decisión que inmediatamente acató la contratista, pues él no sabía ni tenía por qué saber que dicho acuerdo de voluntades debía formalizarse y que internamente la entidad debía adelantar algunos trámites administrativos que conduciría a la legalización del contrato” (folio 143 cuaderno primera instancia; resaltado fuera de texto).

En caso de aceptar esta versión completamente distinta a la que la actora había señalado, se pregunta la Sala ¿no le asiste culpa al contratista de la administración cuando desconoce las prescripciones de la ley de contratación estatal?

En el caso concreto no se demostró la urgencia en la contratación del servicio prestado. Así, según relata la actora, trascurrieron más de dos meses entre la supuesta solicitud de prestación del servicio que le hiciera el director de Cajanal y el momento en que comenzó a prestarse par parte de la contratista. En efecto, la actora indica que el servicio se le solicitó en el mes de febrero y que comenzó a ejecutarlo en el mes de mayo del mismo año, es decir, más de dos meses después.

La Sala considera que en esos más de dos meses trascurridos entre la solicitud de los servicios y el inicio de su prestación pudo haberse adelantado la contratación de conformidad con las prescripciones de ley. Así, no podría alegarse que en los hechos que generaron la presente controversia hubo imposibilidad absoluta de planificar y adelantar un proceso de selección del contratista ni de celebrar el correspondiente contrato. 
A pesar de tratarse de la prestación de un servicio para garantizar el derecho a la Salud, no aparece acreditado tampoco que su ejecución se inscribiera en un contexto de urgencia pues, además de lo expresado en relación al tiempo trascurrido entre la solicitud del servicio y el desarrollo del objeto contractual, la demandada dejó de prestar el servicio al advertir que el nuevo director de Cajanal no firmaría el contrato, hecho este que, según lo observado en el plenario, aparentemente no tuvo consecuencias frente a la garantía del derecho a la salud de los usuarios.

De conformidad con lo expuesto, la Sala confirmará la sentencia apelada.

No hay lugar a la imposición de costas, debido a que no se evidencia en el caso concreto actuación temeraria de ninguna de las partes, condición exigida por el artículo 55 de la ley 446 de 1998 para que se proceda de esta forma.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA:

PRIMERO: CONFÍRMASE la sentencia proferida el 27 de febrero de 2004 por el Tribunal Administrativo de Antioquia de conformidad con la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO: DEVUÉLVASE el expediente al tribunal de origen, una vez ejecutoriada esta providencia.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE
STELLA CONTO DIAZ DEL CASTILLO

Presidenta de la Sala

RAMIRO PAZOS GUERRERO                 DANILO ROJAS BETANCOURT

           Magistrado                                                   Magistrado

� Consejo de Estado, Sección Tercera, Auto del 18/07/2007, Exp. 29745, C.P. Ruth Stella Correa Palacio. 


� “Artículo 129. El Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo conocerá en segunda instancia de las apelaciones de las sentencias dictadas en primera instancia por los Tribunales Administrativos y de las apelaciones de autos susceptibles de este medio de impugnación, así como de los recursos de queja cuando no se conceda el de apelación o se conceda en un efecto distinto del que corresponda, o no se conceda el extraordinario de revisión. (…).”


� “Artículo 13. Para efectos de repartimiento, los negocios de que conoce la Sala de lo Contencioso Administrativo se distribuirán entre sus secciones atendiendo un criterio de especialización y de volumen de trabajo, así: (…) “Sección Tercera (…) “Las controversias de naturaleza contractual.” 


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 28 de agosto de 2013, exp. 25.022, M.P. Enrique Gil Botero.  





� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, sentencia del 10 de julio de 2014, exp. 27592. M.P. Danilo Rojas Betancourth


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de unificación del 19 de noviembre de 2012, Exp. 24897. M.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa





